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Sobre: 
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Panel integrado por su presidenta, la jueza Birriel Cardona, y el 
juez Bonilla Ortiz y la juez Cortés González. 

 

Birriel Cardona, Jueza Ponente 
 

R ESO L UC IÓ N  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 22 de abril de 2021. 

 Comparece el señor José M. Rivera Galván (“señor Rivera” 

o “peticionario”), por derecho propio, mediante recurso de 

certiorari y nos solicita que revisemos una Orden emitida el 23 de 

febrero de 2021 y notificada el 9 de marzo de 2021 por el Tribunal 

de Primera Instancia, Sala Superior de Aguadilla (“TPI”).   

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

DESESTIMA el presente recurso.  

-I- 

 Surge del escueto recurso ante nuestra consideración, que 

el señor Rivera está confinado en la Institución Correccional 

Guerrero, donde extingue una pena de reclusión por el delito de 

apropiación ilegal agravada (Art. 182 del Código Penal, 33 LPRA 

sec. 5252). A pesar de que su escrito carece de señalamientos 

de error y de una relación concisa de los hechos pertinentes al 

caso, el señor Rivera expresó el siguiente petitorio: 
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Solicitamos a este Tribunal Apelatibo [sic] que nos 
abarque sobre el proceso y nos informe, sobre el 

procedimiento legal, consono [sic] a lo establecido, 
concediendole [sic] a Primera Instancia, lo nesesario 

[sic] en lo legal, Regla #72 P/C.  
 

Solicitamos que declare esta ha lugar, dentro del 
debido proceso de ley, en los próximos 20 días. 

 

 Conviene delimitar brevemente el trasfondo normativo 

aplicable al recurso ante nuestra consideración. 

-II- 

-A- 

 Es norma reiterada en nuestro ordenamiento que la falta de 

jurisdicción sobre la materia no es susceptible de ser subsanada. 

S.L.C. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 169 DPR 873 (2007); 

Souffront Cordero v. A.A.A., 164 DPR 663 (2005); Vázquez v. 

A.R.P.E., 128 DPR 513 (1991); López Rivera v. Autoridad Fuentes 

Fluviales, 89 DPR 414 (1963). La jurisdicción no se presume. La 

parte tiene que invocarla y acreditarla toda vez que, previo a 

considerar los méritos de un recurso, el tribunal tiene que 

determinar si tiene facultad para entender en el mismo. Soc. de 

Gananciales v. A.F.F., 108 DPR 644 (1979). Lo anterior tiene el 

propósito de colocar al tribunal apelativo en condición de examinar 

su propia jurisdicción, lo cual es su obligación. Ghigliotti v. A.S.A., 

149 DPR 902 (2000); Vázquez v. A.R.P.E., supra.    

 Además, los tribunales tenemos siempre la obligación de ser 

guardianes de nuestra propia jurisdicción, pues sin jurisdicción no 

estamos autorizados a entrar a resolver los méritos del recurso. 

Carattini v. Collazo Syst. Analysis, Inc., 158 DPR 345 (2003); 

Ponce Fed. Bank v. Chubb Life Ins. Co., 155 DPR 309 (2001). 

Véase, además, Padró v. Vidal, 153 DPR 357 (2001); Vázquez v. 

A.R.P.E., supra.  



 
 

 
KLCE202100290 

 

3 

 Un recurso tardío, al igual que uno prematuro, adolece del 

grave e insubsanable defecto de falta de jurisdicción para ser 

revisado. Como tal, la presentación carece de eficacia y no 

produce ningún efecto jurídico, pues en el momento de su 

presentación no ha habido justificación para el ejercicio de la 

autoridad judicial para acogerlo. Véase, Szendrey v. F. Castillo, 

supra; Juliá et al. v. Epifanio Vidal, S.E., 153 DPR 357 (2001).  

 Por su parte, la Regla 83 (B) y (C) del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, le confiere autoridad 

al Tribunal para desestimar un recurso por cualquiera de las 

siguientes circunstancias:    

Regla 83 Desistimiento y desestimación 

    

[…]  

 

(B) Una parte podrá solicitar en cualquier momento la 

desestimación de un recurso por los motivos siguientes:    

(1) que el Tribunal de Apelaciones carece de 

jurisdicción;    

(2) que el recurso fue presentado fuera del término de 
cumplimiento estricto dispuesto por ley sin que exista 

justa causa para ello.  
   

(3) que no se ha presentado o proseguido con 
diligencia o de buena fe;  

   
(4) que el recurso es frívolo y surge claramente que no 

se ha presentado una controversia sustancial o que ha 
sido interpuesto para demorar los procedimientos; 

    
(5) que el recurso se ha convertido en académico.   

   
(C)  El Tribunal de Apelaciones, a iniciativa propia, podrá 

desestimar un recurso de apelación o denegar un auto 
discrecional por cualesquiera de los motivos consignados 

en el inciso (B) precedente. (Énfasis nuestro). 

 

-III- 

 Según expusiéramos anteriormente, el recurso presentado 

por el señor Rivera nos resulta confuso e ininteligible. Al parecer, 

el peticionario desea que le orientemos sobre los pormenores de 
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la Regla 72 de Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II, R. 72, la 

cual regula las alegaciones preacordadas en nuestra jurisdicción.    

 Ahora bien, dada la ausencia de claridad en su petitorio, no 

nos queda otro remedio que desestimar el mismo por falta de 

jurisdicción. Es evidente que el peticionario no nos colocó en 

condiciones de revisar sus planteamientos, ya que su recurso no 

presenta una controversia susceptible de adjudicación judicial. 

Como bien se sabe, en nuestro ordenamiento existen tres 

principios elementales que rigen sobre la adjudicación apelativa: 

a) los hechos determinan el derecho; b) para juzgar, hay que 

conocer; y, c) el derecho de apelación no es automático. Andino 

v. Topeka, 142 DPR 933, 938 (1997). En ausencia de estos 

elementos, no podemos descargar nuestras funciones como Foro 

Apelativo.   

 En fin, el peticionario no elaboró su recurso de manera tal 

que pudiese ser revisado, provocando así un impedimento real y 

meritorio que no nos permite ejercer nuestra facultad 

adjudicativa. Ante tal cuadro fáctico, nos corresponde desestimar 

el recurso de epígrafe, por tratarse de un asunto que, a todas 

luces, no es justiciable.   

-IV- 

 Por los fundamentos que anteceden, se DESESTIMA el 

presente recurso de certiorari por falta de jurisdicción.   

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

La jueza Cortés González concurre con el resultado sin 

escrito. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


